
INDUSTRIA EN COLOMBIA: RELACIONES DE PODER, 1944-1964 

 

 

 

 

 

 

 

NICOLÁS PERALTA PÁEZ 

SERGIO ANDRÉS TORRES URREA 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

UNIVERSIDAD MILITAR NUEVA GRANADA 

FACULTAD DE RELACIONES INTERNACIONALES, ESTRATEGIA Y SEGURIDAD 

RELACIONES  INTERNACIONALES Y ESTUDIOS POLÍTICOS 

BOGOTÁ, 2016 



INDUSTRIA EN COLOMBIA: RELACIONES DE PODER, 1944-1964 

 

 

 

 

 

 

NICOLÁS PERALTA PÁEZ 

SERGIO ANDRÉS TORRES URREA 

 

 

 

 

Tutor: GERMÁN SÁNCHEZ PÉREZ 

DOCTOR EN CIENCIAS ECONÓMICAS 

 

 

 

 

 

 

 

 

UNIVERSIDAD MILITAR NUEVA GRANADA 

FACULTAD DE RELACIONES INTERNACIONALES, ESTRATEGIA Y SEGURIDAD 

RELACIONES  INTERNACIONALES Y ESTUDIOS POLÍTICOS 

BOGOTÁ, 2016 



TABLA DE CONTENIDO 

 

TABLA DE ANEXOS. 

INTRODUCCIÓN.  

OBJETIVOS. 

 Objetivo General. 

 Objetivos Específicos. 

CAPÍTULO I: Marco de Análisis. 

1.1. Instituciones, Economía y Política: Relaciones de Poder. 

1.1.1. Cambio en las instituciones formales. 

CAPÍTULO II: Los Industriales Antes de la ANDI. 

2.1. Congreso. 

  2.1.1. Café. 

  2.1.2. Agricultura. 

  2.1.3. Minería. 

2.1.4. Industria. 

2.2. Economía. 

CAPÍTULO III: Las Primeras Luchas de los Industriales en el Congreso. 

3.1. Los primeros años de la ANDI en el congreso. 

3.2. La Violencia. 

CAPÍTULO IV: La Guerra Civil y el Oportunismo de la ANDI. 

4.1. Los industriales y Mariano Ospina Pérez. 

4.2. Fin de la segunda guerra mundial y Laureano Gómez. 

CAPITULO V: La Afrenta del Dictador. 

5.1. Contexto. 

5.2. Los industriales y Rojas Pinilla. 

5.3. Reforma Tributaria. 



5.4. Defensa de los trabajadores. 

CAPÍTULO VI: La Lucha Final. 

6.1. Contexto. 

6.2. Los industriales y sus intereses arancelarios. 

6.3. La ley arancelaria. 

CAPÍTULO VII: Conclusiones. 

7.1. Primera Etapa. 

7.2. Segunda Etapa. 

7.3. Tercera Etapa. 

7.4. Cuarta Etapa. 

 

BIBLIOGRAFÍA. 

ANEXOS. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



TABLA DE ANEXOS 

Anexo A: Crecimiento Porcentual PIB Industrial Anual Promedio por Periodos de Estudio. 

Anexo B: Crecimiento Porcentual PIB Industrial 1926-1939 a Precios Constantes de 1975. 

Anexo C: Crecimiento Porcentual PIB Industrial 1940-1965 a Precios Constantes de 1975 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



INTRODUCCIÓN 

Este trabajo busca responder una cuestión central: ¿Pudieron los industriales conseguir 

sus objetivos económicos a través de su influencia política durante el periodo 1944 a 1964?. Este 

periodo es el que va desde la creación de la ANDI (Asociación Nacional de Industriales) hasta la 

aprobación del Decreto Ley 3158. El decreto y, por ende el año 1964, fueron escogidos como 

punto de corte porque este momento representa el máximo apoyo gubernamental dado a los 

industriales en la historia colombiana hasta ese momento, por ello es válido considerar que allí se 

resuelve la pregunta problema planteada. A raíz de lo anterior, el trabajo apunta a que los 

industriales lograron sus objetivos económicos de manera predominante en la firma del Decreto-

Ley mencionado. 

Para realizar la investigación, se utilizaron como fuente de análisis los diarios oficiales 

del Congreso de la República para extraer de allí información sobre leyes, proyectos de ley y 

ponencias sucedidas tanto en la Cámara de Representantes como del Senado. Posteriormente se 

clasificó esa información en dos grupos: aquellos documentos que trataran temas económicos y 

los que no. Se omitió al segundo grupo y al primero se lo clasificó en tres subgrupos: 

Agricultura, Industria y Minería. Dentro de la agricultura se separó todo lo concerniente al café y 

se le dio una categoría independiente. Finalmente, la información del subgrupo Industria fue 

cotejada con trabajos de otros autores enfocados en el tema de la industrialización colombiana. 

Esta última tarea resultó más ardua de lo esperado debido a que, contrario a lo que en principio 

se creyó, hay una gran carencia de trabajos que resaltasen el lado político de la industrialización. 

Existe, sin embargo, mucha información respecto a los aspectos económicos del tema.  



El periodo de análisis se subdividió, a su vez, en cuatro periodos. Cada periodo ocupa un 

capítulo en el documento. La periodización hecha se basa en los cambios generales que sufrieron 

las instituciones políticas colombianas: tras una transformación institucional importante, finaliza 

un periodo y comienza el siguiente. Así, el primer periodo va desde 1944 hasta 1949,  donde la 

característica institucional más importante de estos años es la vigencia del orden democrático
1
. 

En este periodo se señalan las leyes que a favor de los industriales se firmaron en el congreso, así 

como un proyecto de ley que habría modificado, de haber sido aprobado, un tema de crucial 

importancia para los industriales: los aranceles. La no aprobación del proyecto por parte del 

congreso arroja conclusiones importantes acerca del poder político que los industriales 

detentaban en aquel momento.  

El siguiente periodo va desde 1949 hasta 1953 y abarca la guerra civil iniciada con la 

muerte de Gaitán y se profundizada con la llegada del conservador Laureano Gómez al poder. En 

estos años la democracia sigue vigente pero de manera nominal, pues el país estaba fragmentado 

en dos bandos que se perseguían a muerte a causa de una radicalización de la enemistad política 

entre los dos partidos tradicionales –conservador y liberal-. Esta radicalización es explicada por 

las teorías de lo político acotadas por Carl Schmitt (Uprimny, 1989). En este capítulo se explica 

cómo los industriales utilizaron la inestabilidad política para incrementar su influencia en el 

gobierno y en asuntos externos a la industria como el petróleo. También es señalada la manera 

como Estados Unidos vino a modificar el panorama económico a comienzos de la presidencia de 

Laureano Gómez. 

                                                           
1
 Podría sonar superficial suponer que en un país que ha tenido pocas perturbaciones en su democracia la 

característica específica de un periodo histórico de apenas cinco años sea el tener un régimen político de este tipo 

pero, teniendo en cuenta que los años que abarca la investigación son también los años de la mayor crisis política 

colombiana del siglo XX, no es irrelevante mencionar los momentos en que esta democracia perdura. 



El 13 de Junio de 1953, Gustavo Rojas Pinilla realiza un golpe de Estado que lo 

posesiona como dictador. En este gobierno es pacificada la situación conflictiva nacional que 

Colombia vivía gracias a una reorganización del orden institucional. Esta fecha es, por ende, el 

inicio del tercer periodo estudiado en este documento. Aquí se describe la pésima relación que 

existió entre la dictadura y los industriales. Además, a pesar de que durante el gobierno militar el 

país logró recuperar gran parte de su estabilidad institucional, en este capítulo se explica por qué 

no se considera que lo haya hecho de forma definitiva y qué relación tiene ello con la 

democracia.  

Rojas dejó el cargo en 1957 y una junta militar estructuró el restablecimiento de la 

democracia en 1958. La estabilidad institucional perdida con el bogotazo y sus consecuencias fue 

recuperada en esta época. A partir de ahí inicia el último periodo que este trabajo analiza, en este 

se estudia la relación que los industriales y las instituciones tuvieron desde el congreso, 

particularmente alrededor de la ley aduanera. Al final se establece por qué el Decreto-Ley 3158 

de 1964 es el momento en el que los industriales lograron un poder predominante en la 

institucionalidad colombiana durante un largo periodo.  

Estos cuatro capítulos son precedidos de un capítulo de antecedentes en el que se explica 

la situación económica y política de la industria antes de la creación de la ANDI. Esta sección 

hace énfasis en la muy importante presencia del agro y el café en las leyes nacionales de esos 

años, en contraste con la nula mención que ellas hacen a la industria. También presenta algunas 

consideraciones de orden económico que a lo largo del desarrollo del texto harán ver su 

importancia. El documento finaliza con las conclusiones, en donde se demuestra la hipótesis a la 

luz de todos los acontecimientos ocurridos en el espacio de tiempo analizado. La hipótesis 

también es demostrada en el capítulo VI. 



La importancia de este trabajo radica en que trata el problema de la industrialización 

colombiana desde una óptica diferente a la tradicional. Esta óptica no comparte la suposición de 

que la industrialización sucedió gracias a la planificación de un actor central que, aprovechando 

la infraestructura industrial creada después de la década de 1920, diseñó un macroproyecto cuyo 

objetivo principal fue llevar al país al desarrollo económico. En su lugar, se considera que las 

instituciones políticas son creadas por la presión misma de los grupos económicos sobre la 

sociedad. Esta afirmación no pretende ser total, pues hay casos que, al menos superficialmente, 

parecen contrariarla. Sin embargo, la afirmación es práctica a la hora de analizar el caso 

colombiano.  

La posición teórica del trabajo se sustenta en la teoría institucionalista, en especial lo 

desarrollado por Douglass North. De igual manera, se toman los aportes de autores como 

Eduardo Sáenz (1992 y 2002).  La importancia de exponer la industrialización colombiana desde 

un enfoque que no trate de manera exclusiva el aspecto económico del tema, tomando en cuenta 

la dimensión política, también radica en que esta podría resolver algunas preguntas y plantear 

nuevos interrogantes académicos. Por ejemplo, a partir de allí podría construirse más  claramente 

una explicación del fracaso del modelo de Sustitución de Importaciones analizando el papel 

desempeñado por el gobierno y otros actores sociales influyentes de esta época. También podría 

aportar un nuevo enfoque a problemas como la vigencia y la eficiencia del neoliberalismo, las 

vías de desarrollo económico plausibles para el caso colombiano.  

 

 

 



OBJETIVOS 

Objetivo General. 

Establecer si los industriales pudieron conseguir sus objetivos económicos a través de la 

influencia política. 

 

Objetivos Específicos. 

 Examinar cómo, a través de las leyes, el congreso afectó económicamente a los 

industriales en el periodo de tiempo analizado. 

 Establecer la relación que existió entre las acciones del congreso y las de los industriales. 

 Analizar los resultados económicos de los industriales a través de su influencia política 

 

 

 

 

 

 

 

  



CAPÍTULO I: Marco de Análisis 

1.1. Instituciones, Economía y Política: Relaciones de Poder. 

Este trabajo toma como referencia la teoría institucionalista
2
 porque, en contra de los 

postulados más ortodoxos de la economía, considera que el escenario económico dista de ser 

equilibrado. Al contrario, concibe al sistema capitalista como un sistema de producción y 

repartición de bienes y servicios en el que las fluctuaciones del mercado establecen una impronta 

de azar e incertidumbre sobre los fenómenos económicos. Sobre este caos, las instituciones (o 

normas) son ejes sobre los cuales es posible hacer girar a los actores económicos y poner algo de 

orden en la manera como se comportan y en los resultados de este comportamiento. Según North 

(1990, pg. 5): 

“Las instituciones son restricciones que surgen de la inventiva humana para limitar las 

interacciones políticas, económicas y sociales. Incluyen restricciones informales, como 

las sanciones, los tabúes, las costumbres, las tradiciones, y los códigos de conducta, 

como así también reglas formales (constituciones, leyes, derechos de propiedad).” 

Además, North afirma que (1990, pg. 16):  

“La función principal de las instituciones en la sociedad es reducir la incertidumbre 

estableciendo una estructura estable (pero no necesariamente eficiente) de la interacción 

humana.”   

                                                           
2
Dentro de los autores institucionalistas podemos encontrar a Thorstein Veblen, John R. Commons, Adolf Berle, 

Oliver E. Williamson, Elinor Ostrom, entre otros. Sin embargo, aquí utilizaremos de forma exclusiva los postulados 

de Douglass North. 

 



Las normas raramente son instituidas por actores neutrales con visión de conjunto y 

planes macroeconómicos claros. En lugar de eso, son los mismos actores económicos los que, a 

partir de sus intereses, crean normas que les sirvan para conseguirlos. Como resalta North (1990, 

pg. 19),  

“El cambio incremental proviene de las percepciones de los empresarios en organismos 

políticos y económicos que les indican que podrían redituarles mejor alterando en un 

cierto margen el cambio institucional”. 

Así, el escenario en el que se crean las instituciones es un escenario caracterizado por la 

competencia y las posibilidades de establecer una armonía en el todo vienen acompañadas del 

equilibrio de poder entre los empresarios y no de las cualidades visionarias de algún legislador. 

Esto es particularmente importante a la hora de definir el comportamiento de los industriales 

colombianos pues de lo que se trata aquí es de establecer su papel en el diseño de políticas 

económicas. 

Aplicado el análisis de North al caso específico colombiano, podemos encontrar que la 

manera en que los actores han organizado sus instituciones formales es la democracia 

representativa. Aquí, las decisiones económicas son tomadas por la sociedad en su conjunto pero 

a partir de organismos políticos que la representan. Generalmente, estos organismos se agrupan 

en tres ramas de poder más o menos independientes: ejecutiva, legislativa y judicial; a su vez, 

estas tres ramas se dividen territorialmente en, casi siempre, tres niveles: ciudad, región, país. En 

el caso colombiano, estas tres ramas poseen organizaciones que abarcan los municipios, los 

departamentos y el nivel nacional.  



Las decisiones económicas se toman en las tres ramas del poder –ejecutiva, legislativa y 

judicial-, pero solo las ramas ejecutiva y legislativa tienen la facultad de instituir normas pues la 

rama judicial se encarga únicamente de hacer cumplir esas normas. Por otra parte, de las tres 

ramas la que representa de manera más amplia los intereses de la población es la legislativa ya 

que es allí donde más representantes políticos hay, provenientes de los más diversos sectores 

sociales. Si queremos entender la capacidad que tenían los industriales para convertir sus 

intereses en instituciones, el congreso se presenta como un escenario de análisis ideal desde la 

perspectiva institucionalista. 

1.1.1. Cambio en las instituciones formales. 

North (1990, pg. 114-115) afirma que:  

En una situación de equilibrio institucional ninguno de los actores considera ventajoso 

cambiar el marco disponible, el cambio surge cuando alguno de los actores considera 

que los costos de modificar el marco institucional formal son inferiores a las ventajas 

esperadas.  Estos intereses se expresan a través de organizaciones intermedias - 

ofensivas y defensivas - entre las organizaciones de base y los cuerpos políticos 

[organizaciones funcionales].  

Con esto establece teóricamente una manera de definir el comportamiento de los gremios 

económicos en una economía como la colombiana donde, a través de presiones dirigidas a los 

organismos políticos oficiales, tratan de lograr protagonismo en la economía y cambios en las 

instituciones que rigen a la sociedad o, por el contrario, el mantenimiento de normas ventajosas, 

o cuando menos, poco costosas para los objetivos de sus agendas, afirmación que se ve 

complementada con North (1990, pg. 69), cuando dice que:  



“Sólo pueden ocurrir cambios importantes en el marco institucional cuando ellos pueden 

beneficiar a quienes tienen suficiente capacidad de negociación. En una democracia 

representativa los gobernados están representados sobre una base geográfica pero las 

unidades geográficas suelen coincidir con intereses económicos sectoriales 

particulares.” 

Esto implica, en definitiva, que los actores políticos hacen cálculos de costos/beneficios 

entre lo que ya hay vigente y los gastos que representa la inversión de recursos destinados a 

ejercer influencia sobre quienes detentan el poder para modificar las instituciones.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



CAPÍTULO II: Los Industriales Antes de la ANDI 

Para una mejor comprensión del contexto existente al momento de la creación de ANDI 

esta sección se divide en dos partes, en la primera se habla del congreso y sus leyes en los años 

anteriores a 1944 y en la segunda se detallan algunos aspectos económicos del tema. 

2.1. Congreso. 

En este espacio vamos a analizar la situación política del congreso en los años 

inmediatamente anteriores a la creación de la ANDI, específicamente de 1940 hasta 1943. 

Estudiaremos principalmente la influencia que tuvieron los industriales dentro de las leyes del 

congreso así como la influencia que tuvieron otros sectores económicos. Ambas variables se 

observarán a partir de las leyes aprobadas por el congreso en estos años, desde donde podremos 

concluir cuáles eran los intereses mejor representados en el congreso. 

En este periodo, los congresistas firmaron una serie de leyes que favorecían a la industria 

nacional, pero lo que los congresistas entendían por industria no considera exclusivamente a las 

actividades manufactureras, sino que incluye a toda actividad productiva de bienes. De este 

modo, bajo el rubro de industria se incluye además a una gran cantidad de actividades 

agropecuarias, ganaderas y mineras. Esta terminología no solo afectaba al congreso sino también 

a la presidencia
3
. Entonces, contrariamente a lo que parece de forma superficial, las leyes que 

favorecieron a la industria en este periodo fueron concernientes, únicamente, a actividades 

artesanales. Aquí el término Industria se refiere a lo que en economía se agrupa dentro del Sector 

Secundario de la producción. 

                                                           
3
 Como un ejemplo, el gobierno creó “Cajas de Fomento Industrial” que se ocupaban generalmente, y de forma 

expresa, de apoyar a la producción agraria y ganadera. 



2.1.1. Café. 

Entre las actividades económicas nombradas por  las leyes del congreso, la agricultura, 

excluyendo al café, es el sector más mencionado. Sin embargo, fueron los cafeteros quienes más 

protección recibieron desde el congreso como parte de una estrategia económica llevada a cabo a 

nivel nacional que buscaba posicionar y ampliar el dominio del café colombiano en el mercado 

internacional. Hay que recordar que los años comprendidos en este capítulo son correlativos a 

varios años de la Segunda Guerra Mundial, época de grandes trastornos del mercado 

internacional en la que el Estado colombiano, en vista de la vulnerabilidad del sector cafetero a 

las fluctuaciones de la economía internacional, tuvo que establecer medidas proteccionistas. 

Entre las medidas podemos contar: la aprobación del Convenio Interamericano del Café (Ley 

100, 1940), el otorgamiento de facultades especiales al presidente para tomar decisiones 

arancelarias sobre el café (Ley 45, 1940), el apoyo a la Federación de Cafeteros (Ley 128, 1941) 

y la “protección a la industria del café” (Ley 66, 1942). El principal motivo de estas leyes era 

defender internacionalmente las cuotas del café a través de las facultades otorgadas a la 

presidencia de la República para tomar decisiones en política exterior y el mantenimiento al 

interior de fuentes de financiamiento que recibían los cafeteros de la Federación Nacional del 

Café a través del Fondo Nacional del Café. Para cumplir este último objetivo, el congreso llegó 

incluso a fijar los precios exactos por los cuales la Federación le compraría  café a sus 

cultivadores así como las condiciones en que, de forma obligatoria, los caficultores debían 

vender su producto a la Federación (Ley 128, 1941). 

 

 



2.1.2. Agricultura. 

Después del café, la agricultura fue el sector más apoyado por los congresistas
4
. Entre las 

actividades agropecuarias favorecidas se destacan el trigo, el fique, el algodón, el tabaco y el 

banano. El apoyo que el gobierno le brindaba a estas actividades productivas iba desde reducción 

de fletes y establecimiento de precios hasta apoyo técnico directo. Estas leyes abarcaban casi 

siempre a la totalidad del mercado en cuestión sin discriminar sus enclaves locales. También 

procuraban mantener los beneficios que otorgaban a lo largo del tiempo estableciendo subsidios 

que los productores debían recibir anualmente. Se establecieron, además, exenciones tributarias 

al transporte de maquinaria e insumos que necesitaran estas actividades productivas (Ley 103, 

1941). 

En la producción de tabaco se capitalizaron las cooperativas, pilares en la organización 

del sector, por medio de la compra directa de acciones por parte del gobierno (Ley 53 de 1941). 

En la producción de algodón se establecieron precios mínimos para mantener las ganancias por 

encima de los costos, se restringieron las importaciones de este bien y se obligó a los 

consumidores nacionales a comprarlo antes que el algodón extranjero, fijando cupos que debían 

llenarse para poder importar el producto (Ley 147, 1941). Similares medidas se tomaron respecto 

al trigo (Ley 42, 1942). 

El cultivo del banano recibió una atención especial: le fueron otorgados créditos públicos, 

las regiones en que se cultivaba
5
 fueron autorizadas para solicitar créditos privados (dados por 

las mismas empresas bananeras y pagados finalmente desde fondos de la nación) y el gobierno 

                                                           
4
 El café es separado del resto de la agricultura debido a su primordial importancia para el país. 

5
 Magdalena, principalmente  



llegó incluso a realizar inversiones directas por un monto de hasta $3’000.000 en esta industria 

(Ley 77, 1940)
6
. 

Aunque más actividades agrarias fueron también favorecidas por el congreso en esta 

época, el apoyo recibido no iguala al de las anteriormente nombradas. Sin embargo, en términos 

generales, las leyes sobre agricultura capitalizaron los fondos de financiación que utilizaban los 

agricultores, protegieron los mercados en que los cultivadores colocaban sus productos y 

establecieron planes de irrigación en zonas específicas del país aprovechando el paso de ríos y 

haciendo posible la desecación  de zonas pantanosas (Ley 95, 1943). 

2.1.3. Minería. 

Las leyes sobre minería eran más específicas que las leyes sobre agricultura gracias a que 

se ubicaban espacialmente y tenían vigencia temporal especificada. La ley 52 de 1940, por 

ejemplo, establece la construcción de un embarcadero especial para minerales en el puerto de 

Buenaventura que conectaría a la vía ferroviaria con las minas del occidente del país, 

particularmente las antioqueñas
7
. Otro ejemplo es el favor que recibieron las minas auríferas en 

Santander con la Ley 92 de 1940: los beneficios que la ley estipulaba se circunscribían 

específicamente en las zonas mineras de California, Baja, Vetas, El playón y La Raya. 

 

 

 

                                                           
6
El objetivo de esta inversión era ampliar la infraestructura alrededor de las plantaciones para, además de 

movilizar la producción más fácilmente, solucionar el desempleo del Magdalena 
7
 Esta ley, aunque no era un fomento directo a la minería, sí implicaba una reducción importante en costos de 

transporte para los mineros a corto y largo plazo que incluso repercutía de forma más beneficiosa que un subsidio 
directo. 



2.1.4. Industria. 

Las manufacturas que se toman en cuenta en las leyes del congreso son las relacionadas 

con el cuero y se tienen en cuenta de una manera tan específica que parecen abarcar apenas a un 

pequeño renglón de este sector
8
. De hecho, apenas son dos leyes las que se cuentan en esta época 

y la primera de ellas es un arancel en contra de la industria de cuero con intereses puramente 

fiscales. Esto quiere decir, además, que dentro de las manufacturas, el congreso tuvo únicamente 

en cuenta a una actividad artesanal y no a la gran industria. 

Finalmente, una característica que atraviesa a todas las disposiciones dictadas sobre las 

actividades económicas que fueron interés del congreso, es que éste las analiza en repetidas 

ocasiones según la divergencia proteccionismo – apertura de mercado. En más de la mitad de las 

leyes sobre apoyo a algún sector económico se denomina “fomento” al favor otorgado, 

entendiendo varias veces por fomento, dentro de las leyes,  no solo la ampliación del sector 

económico en cuestión sino también su competitividad frente al capital extranjero. 

En conclusión: 

1. La industria tuvo una mención casi nula dentro de las leyes del congreso de estos años. 

2. El café y la agricultura ocuparon la mayor parte de la política económica que el congreso 

llevó a cabo, lo cual demuestra que estos eran los intereses predominantes entre los 

representados por los congresistas. 

 

 

                                                           
8
 En la Ley 58 de 1940 se mencionan “carrieles, carteras, portamonedas, ridículos, cigarrilleras de cuero” y en la Ley 

52 de 1943 “bandas, tiras o tafiletes de cuero para el interior de los sombreros”. 



2.2. Economía. 

En este espacio se abarca un periodo de tiempo mayor al que ocupa la sección anterior. 

Se analiza el índice de crecimiento industrial colombiano desde el año 1926 comparándolo con el 

crecimiento del PIB general desde el año 1925. La observación finaliza en 1943, al igual que en 

el espacio anterior.  

Para mayor facilidad de análisis se divide el periodo de tiempo en las siguientes etapas: 

hasta 1929 se analiza el periodo previo a la crisis económica mundial de ese año, 1930 y 1931 

son analizados aparte como las repercusiones de la crisis, entre los años 1932 – 1939 se analiza 

la recuperación de la crisis y, finalmente, de 1940-1943 están los años que la sección anterior de 

estos antecedentes expone y este periodo se tiene en cuenta independientemente para poder hacer 

una correlación con la actividad del congreso antes de la creación de la ANDI. 

La industria colombiana despegó finalmente en la década de 1920, después de algunos 

intentos frustrados de crear industria en el siglo pasado. Para los últimos años de la década de 

1920 el  crecimiento de la industria iba rezagado respecto al crecimiento general de la economía: 

de 1925 a 1929 el crecimiento del PIB tuvo un promedio anual de 7,0% mientras que de 1926 a 

1929 la industria creció apenas un 3,1%.  

En 1929 sobreviene la crisis y sus efectos se hacen notar en los dos siguientes años. Para 

la industria estos fueron más graves que para el resto de la economía: El PIB general sufrió un 

decrecimiento de 1,2% mientras que la industria sufrió uno de 3,4%. Posteriormente, el 

presidente Enrique Olaya Herrera decreta medidas de emergencia para detener la crisis y 

aumentar los recursos del fisco, estas medidas fueron proteccionistas y favorecieron de manera 



muy importante a la industria (Sáenz, 1992). De 1932 a 1939 el país tuvo un crecimiento 

promedio de 5,1% mientras que la industria creció al 12,2% promedio anual.  

Finalmente, entre los años 1940-1943 la economía colombiana creció a un ritmo muy 

reducido, 1,1% promedio anual, mientras que los industriales crecieron al 4,2%. Esta diferencia 

es proporcionada por la incidencia que provoca sobre la industria la creación del Instituto de 

Fomento Industrial en 1940: para el año 1941 el crecimiento de la industrial fue de 18,7%. Esto 

explica por qué, a pesar del poco apoyo recibido por la industria desde el congreso, su 

crecimiento fue mayor al del resto de la economía.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



CAPÍTULO III: Las Primeras Luchas De Los Industriales en el Congreso 

Los industriales colombianos producían y vendían sus productos en el mercado 

doméstico, por esta razón mostraban gran interés en crear instituciones que redujeran los precios 

de las materias primas que consumían, nacionales o foráneas, así como en reducir la competencia 

extranjera. Los intereses de los industriales podrían definirse en términos generales como 

proteccionistas en contraposición a los defensores del libre comercio. 

El libre comercio de mercancías era promovido desde el congreso y otros ámbitos 

políticos y sociales por los comerciantes y por los cafeteros, agremiados en la Federación 

Nacional de Cafeteros. Estos intereses lograron establecerse dentro del congreso a través de los 

liberales principalmente. Por otra parte, los intereses proteccionistas que propendían por una 

economía más regulada, encontraron defensores que en su gran mayoría pertenecían al bando de 

los conservadores (Sáenz, 1992). Gracias a que el café era prácticamente el único producto de 

exportación nacional y, por ende, casi la única fuente constante de divisas, su papel dentro de la 

economía era el de mayor prioridad (Palacios, 1979)
9
. Así, el dominio ejercido por los cafeteros 

y, a través de ellos, por quienes apoyaban una perspectiva más aperturista, era mayoritario en 

organizaciones donde ejercían influencia. Para crear instituciones proteccionistas, los industriales 

debían vencer a los cafeteros en el congreso.  

Como el lado de quienes apoyaban el libre comercio estaba agrupado principalmente en 

el gremio cafetero, desde donde defendían sus intereses con estrategias bien definidas y 

desplegadas desde un poder central, el lado proteccionista, representado por los industriales, 
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tenía que organizar también sus intereses en un gremio similar al de sus competidores. Con esta 

idea se crea la ANDI a finales de 1944 (Sáenz, 1992). 

La ANDI nace en Medellín y monta inmediatamente después de su creación cuatro 

oficinas regionales además de la principal en Medellín (Bogotá, Barranquilla, Cali y Manizales). 

Desde allí establece una estrategia en tres frentes diferentes: el congreso, la presidencia y la 

opinión pública (Sáenz, 1992). En el último de estos tres frentes, influenció a periódicos y otros 

medios de comunicación que funcionaban a nivel regional y nacional desde Bogotá y Medellín 

para que desde ellos los intereses de la ANDI apareciesen como correspondientes a los intereses 

del consumidor y la población en general. También desde allí ejercían presión sobre las 

decisiones de la presidencia y del poder ejecutivo en general. Desde el congreso trataron de hacer 

lobby a través de la bancada conservadora y de congresistas específicos
10

 que defendían sus 

proyectos (Sáenz, 1992).  

3.1. Los primeros años de la ANDI en el congreso. 

En 1944 las leyes no fueron muy diferentes a como fueron en los años anteriores de esta 

década
11

, los dos sectores más favorecidos fueron la agricultura y la ganadería. En 1945 el 

panorama general no cambió sustancialmente exceptuando las disposiciones de la Ley 46 donde 

el congreso ordenó al gobierno aumentar en $50’000.000 el capital de la Caja de Crédito 

Agrario, Industrial y Minero y, aunque se especifica muy poco el destino de esos recursos, la ley 

estipula que para obtenerlos el gobierno debía hacer un esfuerzo mayúsculo pues, además de 

recibir la autorización para realizar créditos públicos y privados, se faculta al gobierno para: 

movilizar hasta el 10% de los fondos de los bancos comerciales; girar recursos del Fondo 
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 Como el presidente de la Comisión Tercera de la Cámara de Representantes en 1946, Luis Carlos Mesa. (Sáenz, 

1992) 
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 Ver Antecedentes. 



Nacional del Café; pedir préstamos al Fondo Nacional del Café hasta por $8’000.000; reducir el 

capital del Instituto Nacional de Abastecimientos hasta en $5’000.000; y vender al Banco 

Agrícola Hipotecario para invertir el monto de la venta en la Caja de Crédito Agrario, Industrial 

y Minero. Es improbable que el aumento significativo del capital en la Caja fuese destinado 

únicamente a actividades agropecuarias porque la agricultura ya recibía beneficios del congreso a 

través de otros mecanismos y la Ley 46 desfavoreció a los intereses de la Federación Nacional de 

Cafeteros. El destino de estos recursos lo indican las estadísticas de crecimiento industrial 

comparadas con el PIB general de esos años: de 1945 a 1954 la industria tuvo un crecimiento 

promedio de 9,1% mientras que el PIB general entre los años 1944 y 1949 tuvo un crecimiento 

promedio de 6,1%. Por último, es importante resaltar que esta ley significa un cambio en la 

manera en que el congreso daba beneficios a las actividades económicas pues el destino de los 

cincuenta millones es la economía en general y no algún sector específico como era común en las 

leyes a favor del agro y la minería de los años anteriores. Es probable, entonces, que un buen 

monto dentro de los cincuenta millones se destinara a la industria. 

Posteriormente, en el año 1946, las leyes aprobadas favorecen de nuevo al sector 

agrícola
12

 y ganadero sin mencionar al sector industrial, pero, en los proyectos de ley no 

aprobados se cuenta uno que Sáenz (1992) señala como la más grande lucha de la ANDI en sus 

primeros años:  

En 1944 el gobierno nacional creó la Junta Nacional de Aduanas con el objetivo de 

establecer una nueva ley aduanera que reemplazara a la vieja legislación (Ley 62, 1931). La 

ANDI se mostró muy interesada en  el trabajo de la Junta pues una modificación a los aranceles 
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aduaneros hacía posible el establecimiento de gravámenes a los productos que los industriales ya 

producían y reducciones a los precios de las materias primas que transformaban, puntos ambos 

que son clave para implementar el interés proteccionista de los industriales. Los industriales 

trataron de modificar el proyecto de ley que iba a presentar la Junta al congreso pero, presionado 

por los intereses de los Estados Unidos, el presidente Ospina Pérez decidió ignorar a la ANDI. El 

proyecto que finalmente presentó el gobierno al congreso no solo no favorecía a los industriales 

sino que los desfavorecía hasta el punto de generar un rechazo tan grande entre ellos que el 

gobierno tuvo debió afirmar públicamente que lo dicho por la Junta solo tenía carácter 

provisional. El proyecto llegó primero a la Cámara de Representantes, específicamente a la 

Comisión Tercera. Allí los industriales movilizaron sus influencias para contactar al presidente 

de la comisión, Luis Carlos Mesa, para introducir en el proyecto una reforma que realizaba al 

menos treinta modificaciones clave al documento. Al respecto, Luis Carlos Mesa, en la 

exposición de motivos ante la Comisión Tercera el 10 de diciembre de 1946, afirmó que:  

“la legislación aduanera colombiana vigente (Ley 62, 1931), por diversas 

razones, adolece de numerosos errores: de técnica, de nomenclatura, de equidad. Y no 

tiene una política ni una orientación definidas. La Ley 62 de 1931 reglamentó y fijó los 

gravámenes aduaneros, pero no puede negarse que fue expedida sin adecuado estudio, 

sin estadísticas completas y con carencia de todos los elementos de juicio necesarios 

muchos de los cuales no existían entonces (…). Se persiguió (en la Ley 62) 

exclusivamente buscar nuevas entradas para el Fisco Nacional, y no se tuvo en cuenta 

que toda ley aduanera debe orientarse a la protección de la industria y el trabajo 

nacional” (Anales del Congreso, 1946). 



El proyecto fue aprobado en la comisión y luego en la plenaria de la Cámara. En la 

Comisión Tercera del Senado el proyecto también fue aprobado pero, al llegar a la plenaria del 

senado, los intereses de los comerciantes
13

 y los cafeteros evitaron su aprobación
14

. Desde este 

momento, la lucha de los industriales por establecer una ley arancelaria de corte proteccionista 

no cesó. La modificación del proyecto de la Junta Nacional de Aduanas fue solo el primer paso 

de un largo camino. 

En los siguientes años, los industriales lograron más beneficios de parte del congreso, 

aunque ninguno referente a las aduanas. En 1947 se firmó, a favor de la industria, y con un gran 

monto de $100’000.000, la Ley 45 de 1947 que autorizó la creación de la Siderúrgica Nacional 

de Paz del Río
15

. En 1948, se establecen exenciones tributarias a Paz del Río que confirman la 

importancia que para el gobierno tenía esta empresa (Ley 95), clave para el desarrollo industrial 

del país. Además, en este año se estipula a través de la Ley 167 el fomento a nuevas industrias de 

extracción y transformación de materias primas, dejando a criterio del Ministerio de Industria 

cuáles de las empresas solicitantes merecían ser cobijadas por la ley; el beneficio otorgado era 

una exención del 75% de todos los impuestos menos los de exceso de utilidades. También en 

1948 se firmaron tres leyes a favor de una actividad económica que marcaría las relaciones 

internacionales del país en la posguerra y los ingresos de los industriales: el petróleo. 

La Ley 120 de 1948 creó la Escuela Industrial de Petróleo en Barrancabermeja y monta la 

Refinería de Cartagena; la Ley 59 de 1948 ordena la construcción de unos oleoductos entre La 
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Dorada y Cartago y entre Puerto Salgar y Bogotá; y por último la Ley 165 de 1948 autorizó la 

creación de la Empresa Colombiana de Petróleos (Ecopetrol), en la cual, inicialmente, se 

estableció un participación del gobierno en 40% de las acciones, de la Tropical Oil Company  en 

un 30% y los industriales en el 30% restante
16

 (Sáenz, 2002). 

En definitiva, la ANDI logró en el periodo 1944 – 1948 importantes victorias desde el 

congreso: las más importantes fueron la aprobación para la construcción de Paz del Río y la 

creación de Empresa Colombiana de Petróleos, donde tuvo gran participación. Además, el 

contenido de las leyes que se firmaron en 1947 y 1948, a diferencia de las leyes de 1944 y de los 

años anteriores, son más cercanas a favorecer a la industria a costa del favor a la agricultura y a 

la minería. Sin embargo, la derrota en 1946 respecto a la ley aduanera demuestra que la ANDI, 

aun siendo capaz de influir en cierta medida la política nacional, no era capaz de crear 

instituciones proteccionistas que modificasen la política económica en su beneficio. Esto no 

implica que los rendimientos económicos de la industria fueran deficientes, al contrario, las 

estadísticas muestran que la industria creció en un promedio de 8,71% anual, cifra que está por 

encima del promedio anual del PIB que es de 6,1%. No obstante, hay que recordar que estos años 

son los del final de la Segunda Guerra Mundial y, como en Colombia no llegará el 

expansionismo norteamericano de posguerra sino hasta 1950
17

, las importaciones no recuperaron 

su nivel de equilibrio sino hasta la década siguiente, dejando un mercado doméstico libre a los 

industriales.  
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3.2. La Violencia. 

El 9 de Abril de 1948, Jorge Eliecer Gaitán es asesinado en el centro de Bogotá y este 

acontecimiento desata lo que luego sería conocido como el Bogotazo y la guerra civil. El 

congreso continuó funcionando normalmente a pesar de la crisis que La Violencia desató, pero 

en 1949 su actividad se desaceleró seriamente: el congreso apenas pudo firmar diez leyes antes 

de que el presidente lo clausurara el 9 de noviembre de 1949. Por estas razones, los intereses de 

la ANDI no encontraron cabida durante este periodo en el congreso y, en cambio, tuvieron que 

dirigirse al poder ejecutivo que, desde la clausura del congreso, cumplió el rol de la rama 

legislativa (Sáenz, 1992).  

El siguiente capítulo tratará la relación de la ANDI con Mariano Ospina después del 9 de 

noviembre, así como con su sucesor, Laureano Gómez. 

 

 

 

 

 

 

 

 



CAPÍTULO IV: La Guerra Civil y el Oportunismo de la ANDI 

El Bogotazo se convirtió en una guerra civil rompiendo un largo periodo de relativa paz 

entre liberales y conservadores. Los liberales reactivaron a sus bases armadas, desactivadas 

desde la Guerra de los Mil Días (Palacios, 1979). Los conservadores iniciaron la persecución de 

los miembros y simpatizantes del Partido Liberal. Los acontecimientos del 9 de Abril se 

convirtieron rápidamente en una crisis social y política total a lo largo del territorio colombiano, 

especialmente en la región andina. No obstante, la crisis en otros órdenes no repercutió de igual 

manera sobre la economía, y por ello esta se comportó de forma distinta en los años 

subsiguientes al magnicidio (Machado & Amaya, 1990).  

4.1. Los industriales y Mariano Ospina Pérez. 

Los industriales aprovecharon esta situación para presionar a Mariano Ospina Pérez
18

 a 

realizar las reformas que desde el congreso no pudieron adelantar. Primero, utilizaron la oficina 

de Control de Cambios para modificar los aranceles a conveniencia del sector industrial 

prohibiendo la importación de bienes ya producidos por los industriales y reduciendo los 

aranceles en materias primas para la industria (Sáenz, 2002). Los cafeteros y los comerciantes 

protestaron contra estas políticas pero los industriales, favorecidos por un fuerte Partido 

Conservador, lograron prevalecer sobre aquellos.    

La posición de los industriales se vio favorecida también por la salida de los capitales 

estadounidenses sucedida posteriormente al estallido de la guerra civil: La creación de la 

Empresa Colombiana de Petróleos fue aprobada por el congreso en 1948 (Ley 165, 1948) y en 

ella se estipuló una importante participación para la Tropical Oil Company, empresa que hasta 
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ese momento tenía la concesión de los pozos en Barrancabermeja
19

. Tras la crisis y debido a la 

mala legislación, el capital norteamericano y entre él, el de la Tropical, emigraron del país
20

.  

Como el gobierno necesitaba capitalizar a la petrolera que iba a crear, los industriales acudieron 

en su auxilio y se apropiaron de la empresa (Sáenz, 2002). 

Los industriales alcanzaron tanto poder en la administración de Mariano Ospina Pérez, 

que consideraron que bajo su gobierno ya habían alcanzado la protección que necesitaban para 

sus industrias y que, en aras de mantener el flujo de importación de materias primas, necesitaban 

incentivar la entrada de divisas a través de la inversión extranjera (Saénz, 2002). Esta inversión 

era considerada una “semilibertad en el cambio y las importaciones” de la economía cuyo 

objetivo era consolidar la protección de las industrias y su ampliación. La participación que 

virtualmente habían logrado los industriales en la empresa petrolera que iba a crear el gobierno, 

alimentó la idea de fomentar el flujo de capitales pues la participación (no mayoritaria) del 

capital norteamericano en la empresa aliviaba la carga que debían llevar los industriales para su 

capitalización (Sáenz, 2002). 

Esta “semilibertad en el cambio y las importaciones” no debe ser entendida como un 

cambio de intereses dentro de los industriales sino, muy por el contrario, de haberse llevado a 

cabo el proyecto que la ANDI tenía para la economía nacional, esta liberación habría inyectado 

el capital que las industrias nacionales necesitaban para ampliar mercados y alcanzar la frontera 

tecnológica de producción lo cual, en definitiva, las habría obligado a volver al proteccionismo.   
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 También porque iban a invertir en Oriente Medio. 



Los beneficios que recibieron los industriales del gobierno fueron tan importantes que 

para el año 1950 el crecimiento industrial fue de un 13,7%, mientras que en el año anterior fue 

apenas de un 7,5%. Sin embargo, la situación de crisis que los industriales instrumentalizaron 

para su beneficio, iba a sufrir modificaciones importantes provenientes de la política 

internacional (Sáenz, 2002). 

4.2. Fin de la segunda guerra mundial y Laureano Gómez. 

Tras la Segunda Guerra Mundial, con todas las demás potencias industriales devastadas y 

una gran cantidad de ahorro acumulado, Estados Unidos se convirtió en una superpotencia y 

moldeó al sistema capitalista a su antojo. El discurso del intercambio de mercancías libre de 

aranceles iba a determinar su política internacional y su principal exigencia en intercambios 

comerciales establecidos con otros países (Jarque, 1995). Según Jarque (1995) el interés de 

Estados Unidos podría sintetizarse en tres puntos: 

 Exportación de capital. 

 Importación de materia prima para sus industrias, principalmente petróleo. 

 Aumento de utilidades de sus empresas forzando a los países receptores de su capital a 

ejecutar políticas como la devaluación de la moneda o la reducción de los salarios. 

Con esta política llegaron los Estados Unidos a Colombia una vez Ospina dejó el poder y 

fue sucedido por Laureano Gómez.  

Laureano Gómez fue un político perteneciente al ala radical del Partido Conservador. 

Permanentemente expresaba una hostilidad muy agresiva contra los estadounidenses, su cultura y 

su participación en la separación de Panamá, país al que consideraba públicamente con 

apelativos como “pseudorepública”, “republiquilla”, “esclava de color norteamericana” y 



“departamento en estado de rebelión” (Sáenz, 2002). También era un hispanofílico a ultranza que 

consideraba a la reforma protestante como la debacle de la sociedad occidental. Esto lo 

complementaba con su antisemitismo y su cercanía ideológica con el fascismo italiano, el 

falangismo español y el nacionalsocialismo alemán. Un presidente de estas características no era 

particularmente bien visto por los norteamericanos (Sáenz, 2002). 

Los estadounidenses manifestaron varias veces públicamente que no los complacía la 

llegada de Laureano Gómez al poder, incluso antes de su posesión. El New York Times (como se 

citó en Sáenz, 2002) escribió  acerca de Laureano que "la campaña presidencial (de Laureano) 

había costado cerca mil vidas y la situación en Colombia era primordialmente el resultado de la 

personalidad y las convicciones de Laureano Gómez" y también, en otra edición (también citada 

en Sáenz, 2002) escribió que " Gómez aprendió cómo lograr y consolidar el poder gracias a su 

familiaridad con el falangismo". No obstante, una vez Gómez llega al poder, cambia 

completamente su actitud respecto a los estadounidenses, con quienes  se muestra muy dispuesto 

a hacer negocios (Sáenz, 2002). 

El cambio de actitud del presidente estuvo motivado por el pragmatismo y fue bien 

recibido por los norteamericanos que rápidamente cambiaron la opinión que tenían sobre él. Los 

planes que Estados Unidos tenía en Colombia eran: incluirlo en el GATT (Acuerdo General 

Sobre Aranceles Aduaneros y Comercio) y recuperar las concesiones petroleras hechas a la 

Tropical en Ecopetrol y perdidas con la crisis, la guerra civil y la huida de capitales 

norteamericanos (Prieto, 2013). Ambos planes afectaban directamente los intereses 

proteccionistas de la ANDI, especialmente la firma del GATT, pues de firmarse Colombia 

quedaría obligado a regir sus aranceles de acuerdo a los intereses estadounidenses.   



Para mantener los logros obtenidos al final del gobierno Ospina y viendo un inminente 

acercamiento entre Gómez y Estados Unidos, los industriales empezaron a ejercer presión sobre 

el presidente. Esta presión se vio reflejada en la oposición del gobierno colombiano a firmar el 

GATT (Prieto, 2013). Sin embargo, los industriales deseaban inversión extranjera, lo cual marcó 

un punto de encuentro con los intereses estadounidenses desde el cual habría sido posible 

equilibrar posiciones. Los resultados de la pugna entre ambos intereses fueron los siguientes 

(Sáenz, 2002):  

I. El gobierno suprimió la Oficina de Control de Cambios, dependiente del Ministerio de 

Hacienda y, en su lugar, creó la de Oficina de Registro De Cambios, dependiente del 

Banco de la República. Esta reforma había sido exigida por un misión enviada por el 

Banco Mundial a Colombia en 1949 y fue retomada durante las negociaciones entre 

Estados Unidos y Gómez. El motivo de la supresión, argumentaba la misión, era la 

abierta manipulación y corrupción que los industriales ejercían sobre la oficina de 

Control de Cambios (Sáenz, 2002). Desde esta oficina, el gobierno devaluó el peso 

siguiendo un requerimiento de los Estados Unidos encaminado a aumentar las utilidades 

de sus empresas, reduciendo la importancia del peso respecto al dólar para disminuir los 

costos reales de producción. 

II. A través del decreto 3419 de noviembre 14 de 1950, el gobierno favoreció a las petroleras 

extranjeras que salieron del país después del 9 de Abril. Además de eso, Estados Unidos 

quería reorganizar la distribución de las acciones de Ecopetrol, apropiándose de lo que 

virtualmente ya pertenecía a los industriales. Tras una serie de propuestas y una disputa 



en la que los industriales se defendieron de forma desorganizada
21

, los estadounidenses se 

apropiaron de esas acciones y lograron administrar la refinería de Barrancabermeja por 

10 años, realizar un préstamo a Ecopetrol por 10 millones de dólares (además de 

prestarles asesoría técnica en la explotación hasta por 5 años) y además, la Tropial Oil 

Company continuó gozando de diferentes concesiones en el país, extendiendo sus 

actividades de exploración. (Bennet, Carpenter & Yeager, 1988) 

III. A partir de la firma del Tratado de Amistad, Navegación y Comercio firmado entre 

Colombia y los Estados Unidos para la presidencia de Gómez, el gobierno colombiano 

aceptó la libre entrada de capital extranjero, exceptuando aquel que llegara a competir 

con las empresas ya establecidas dentro del país, garantizando así un mercado exclusivo, 

de corte oligopólico, para la empresas locales ya existentes (Prieto, 2013). 

Las disposiciones del gobierno no favorecieron la totalidad de los intereses 

estadounidenses aunque sí los dejó satisfechos. En contraste, los industriales salieron afectados 

de forma muy negativa: Gómez restringió el poder que habían logrado en 1949 y, frente al 

crecimiento industrial de 13,7% logrado en el año 1950, la industria decreció en un alarmante 

26,5% para 1951 

En resumen, las industrias colombianas siguieron siendo protegidas por el gobierno, 

como lo demuestra lo dispuesto en el Tratado de Amistad, pero a cambio habían perdido su 

dominio sobre la oficina de control de cambios, espacio crucial para la defensa de los intereses 
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 En medio de un conflicto de intereses entre los industriales colombianos y los norteamericanos, el Comité 

Promotor de la Empresa Colombiana de Petróleos (como se cita en Sáenz, 2002), presentó una propuesta al gobierno 

nacional, en la que "constituye una empresa con participación mayoritaria del capital colombiano y entrega a 

nuestros hombres la responsabilidad de su manejo y dirección". La propuesta de los industriales colombianos, fue 

finalmente aceptada por el gobierno nacional, con la única condición de que los industriales deberían aportar de 

manera urgente un capital de 14 millones de pesos. A pesar de haber logrado el apoyo del gobierno nacional para la 

constitución de la nueva empresa, los industriales colombianos no hicieron el aporte de capital requerido, y 

sugirieron que el gobierno recaudara este dinero a través de un impuesto a las utilidades de las manufacturas. Esta 

propuesta no tuvo mayor acogida y finalmente se hizo la negociación con los norteamericanos. (Sáenz, 2002). 



arancelarios del sector. Adicionalmente, la pérdida del control de Ecopetrol impidió que los 

industriales establecieran un control sobre los hidrocarburos suficiente para reducir los costos de 

transporte y funcionamiento que de este producto dependían, sin contar la entrada de capital que 

las acciones de la empresa representa. Por último, la devaluación de la moneda disgustó en gran 

medida a los industriales
22

 que preveían un alza en los costos reales de las importaciones de 

materia prima y por tanto en los costos totales de producción. El balance para la industria fue 

muy negativo. 

Tras el primer año de mandato, Laureano Gómez cayó enfermo y tuvo que retirarse 

temporalmente de su cargo dejando como reemplazo a su Ministro de Gobierno, Roberto 

Urdaneta Arbeláez. Urdaneta gobernó aproximadamente un año y medio en el que apoyó 

ampliamente a los industriales, seguramente como resarcimiento al revés que recibieron de parte 

de Gómez (Sáenz, 2002). Entre las reformas favorables a la ANDI, Urdaneta Arbeláez  eliminó 

la Oficina de Control de Precios para permitirles a los industriales colocar a sus mercancías los 

precios que ellos deseaban; rebajó el arancel del algodón importado al sector textil; liberó de 

cargas tributarias a la exportación de bienes industriales y agrícolas; aumentó los créditos 

otorgados al sector industrial (Sáenz, 2002). Como consecuencia la industria colombiana creció 

un 7,0% en 1952.  

Finalmente, aunque el congreso estuvo abierto desde la posesión de Gómez durante 

aproximadamente dos años, su funciones se vieron seriamente mitigadas a causa de  la crisis 

política que atravesaba el país. A pesar de eso, desde allí se aprobaron dos leyes favorables a la 

ANDI: la Ley 24 de 1952 que fomentó el crédito para la creación de industria y la Ley 18 de 

1952 que  aprobó la exención de gravámenes a los capitales nacionales invertidos en la industria 
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 Así como en los cafeteros y  los comerciantes. 



del petróleo (aunque estos eran minoritarios dentro de las participaciones de Ecopetrol). Además, 

se firmó una ley  a los Estados Unidos, correlativa al tratado de amistad firmado con ese país: La 

Ley 8 de 1952 que permite la libre importación de capital extranjero.  

Este periodo, posterior a la clausura del congreso y previo a la llegada de Rojas Pinilla al 

poder, se caracteriza por ser fluctuante. El motivo radica en el quiebre de la democracia 

producido por el Bogotazo y la posterior forma autoritaria y arbitraria que adquirió lo político. 

Esta situación produjo una regresión social a formas institucionales arcaicas, propias de la 

formación de un Estado-Nación que, dado su mayor grado de incertidumbre, aumentan los costos 

de las transacciones entre los actores, el número de negociaciones y reduce la duración y el 

cumplimiento de los contratos celebrados (North, 1990). Los industriales aprovecharon esta 

situación en su beneficio pero fueron arrastrados por el ritmo de los rápidos cambios 

institucionales del sistema. Muestra de ello es el rápido auge y caída de los industriales en el 

poder, el cambio repentino de las condiciones de repartición de acciones en Ecopetrol, las 

medidas fragosas de política monetaria y de control de precios establecidas por el gobierno,  la 

ilegitimidad de las políticas fijadas, etc.  

También encontramos pruebas, en las estadísticas económicas, de que los industriales 

aprovecharon el desorden institucional provocado por la guerra civil. Como se mencionó 

anteriormente, las fluctuaciones de las cifras de crecimiento industrial entre 1951 y 1950 fueron 

en extremo abruptas. No obstante, estas fluctuaciones, no estuvieron presentes en el PIB nacional 

que en el año 1950 fue de 1,1, en el año 1951 de 2,8 y en el año 1952 de 6,3, lo cual podría 

demostrar que la cercanía de otros sectores con el gobierno en la crisis fue poco importante, en 

contraste con la cercanía que los industriales consiguieron.  



En el siguiente capítulo veremos como durante la dictadura estos síntomas de 

arbitrariedad darán continuidad a esas fluctuaciones hasta el punto de coadyuvar al 

derrocamiento de Gustavo Rojas Pinilla.   

  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



CAPÍTULO V: La Afrenta del Dictador 

Con la llegada de Gustavo Rojas Pinilla en 1953, la dictadura que se auguraba desde el 

cierre del congreso realizado por Mariano Ospina Pérez el 9 de Noviembre de 1949, fue posible. 

Gracias a esto, todas las decisiones de orden legislativo, incluyendo aquellas concernientes a la 

política económica, pudieron ser planteadas desde un centro único de poder, lo cual les dio 

organización, pero sin mucha legitimidad pues, aunque los partidos políticos (exceptuando el ala 

radical del conservadurismo) y el deseo de paz fueron los que crearon la dictadura, la pérdida de 

representación de varios sectores de la sociedad en el poder se convertiría en un problema que 

Rojas Pinilla (como cualquier otro dictador) habría de enfrentar, llevándolo a su derrocamiento 

(Lasso, 2005).  

La dictadura era, pese a la afrenta contra la democracia que implica, necesaria. La 

violencia política que se desató tras la muerte de Gaitán en 1948 no había hecho sino 

radicalizarse con la presidencia del extremista Laureano Gómez. Este último lideraba una 

campaña de persecución abierta contra el liberalismo que desembocó en la politización de la 

policía y la creación de grupos insurgentes y contrainsurgentes que fragmentaron al país. Una 

facción más moderada del conservadurismo, liderada por Mariano Ospina Pérez, y el Partido 

Liberal, liderado por Alfonso López Pumarejo, se aliaron para concertar el golpe de estado que 

pondría fin a la presidencia de Gómez e inicio al gobierno de Rojas Pinilla (Lasso, 2005).  

El papel de Gustavo Rojas Pinilla puede entenderse, desde North, como el regreso a la 

cohesión política, realizado por facciones que fueron incapaces de reducir los costos de 

transacción en la producción dentro de su territorio de influencia y decidieron pactar alianzas que 

permitieran un arreglo institucional favorable al intercambio económico-social. Desde 1948 



hasta 1953 el régimen de producción de bienes materiales se caracterizó por hacer uso de 

contratos fraudulentos y de valerse de recursos mafiosos para realizar transacciones económicas 

que, en un contexto más estable, habrían podido hacerse a través de mecanismos formales de 

intercambio (Sáenz, 2002). El uso excesivo de estas herramientas y el desinterés del gobierno y 

de algunos liberales por detener el conflicto (más bien, al contrario, su vivo interés por 

mantenerlo y agravarlo) hicieron insostenibles los acuerdos entre los actores económicos al 

interior del país, aumentando la incertidumbre. Ceder poder a una autoridad central que 

organizara la economía de forma similar a como la organizó en el pasado medieval el soberano, 

era la decisión más inteligente que podían tomar los actores (North, 1993). 

5.1. Contexto. 

Rojas Pinilla fue acogido con un amplio margen de aprobación popular. La población 

civil, azotada por los daños de la guerra civil sobre vidas humanas, bienes materiales e 

infraestructura, añoraba volver a una situación pacífica. Los intereses belicosos eran minoría 

entre la ciudadanía. Además de esto, la llegada de Rojas fue secundada con una circunstancia 

bastante favorable para él y para su índice de legitimidad: el precio internacional del café estuvo 

al alza y sobrevino una bonanza cafetera.  

La tarea más importante que se le había encargado al dictador era la pacificación del 

conflicto  y para ello proclamó una amnistía general a todo grupo insurgente que decidiera 

entregar las armas (Lasso, 2005). Esta amnistía estaba acompañada de subvenciones para los 

excombatientes y posibilidades para retornar a la vida civil. Muchos insurgentes se acogieron a 

la medida, esperanzados en encontrar la posibilidad de integrarse en sus sociedades locales (el 



conflicto sucedía generalmente de forma local) siendo reconocidos y respetados 

independientemente de su afinidad política.   

Sin embargo, Rojas decidió ir más allá en su labor de subsanar las disputas entre liberales 

y conservadores hasta promover toda una política de desarrollo económico y social. Entre sus 

principales logros se destaca un largo listado de obras de infraestructura como la empresa 

siderúrgica Paz del Río, el Aeropuerto el Dorado, el Centro Administrativo Nacional, etc. No 

obstante, lo más notorio de su mandato son las políticas encaminadas a integrar progresivamente 

a las clases media y baja de la población dentro de un programa modernizador no solo del Estado 

sino de toda la economía. Para ello fomentó la educación y la culturización de los colombianos 

mientras se comprometía con el mejoramiento de la calidad de vida de los trabajadores (Lasso, 

2005).  

Su programa económico podía bien ser catalogado como asistencialista, sin embargo sus 

detractores no dudaban en llamarlo socialista para deslegitimarlo. La oposición durante su 

gobierno fue la misma que lo posicionó en el cargo: los partidos tradicionales. La razón por la 

cual le quitaron su apoyo a Rojas fue la poca participación que les dio a los políticos 

tradicionales en el poder así como su marcado interés en acrecentar el dominio de la esfera 

pública sobre la esfera privada (Lasso, 2005). North explica esta situación cuando define 

teóricamente el paso del “dominio del soberano” al “dominio de la ley” (North, 1993): Según él, 

la capacidad que tiene una figura autocrática de poder para aumentar los niveles de producción 

depende de la relación que tiene con los gobernados, esta relación es de dos vías: debe 

garantizar, por una parte, que su dominio siga siendo considerable sobre ellos pero, por otra, 

debe concederles la libertad que considere necesaria para gozar tanto de legitimidad como para 

aumentar los índices de producción delegando algunas labores relacionadas con ella a privados. 



La manera en que el gobernante solucione este problema varía a través del tiempo y sus 

resultados dependen tanto de sí como de las expectativas de los gobernados. La pugna de Rojas 

con sus opositores podría resumirse como la pugna por favorecer al Estado a través de cobros 

realizados a intereses privados que no querían ver arrebatados sus beneficios.  

A esta situación se le añadió el resurgimiento parcial de la violencia entre grupos 

insurgentes que se negaron a acogerse al plan de amnistía así como los fallos mismos de la 

amnistía, relacionados con la subvención que recibían los excombatientes a cambio de 

desmovilizarse (Lasso, 2005). El apoyo de los partidos fue, por ende, cada día más restringido. 

Los partidos políticos decidieron finalmente retirar su apoyo al dictador ante las 

tendencias independientes que este manifestaba. La popularidad de Rojas también había 

decrecido bastante por lo que no fue difícil movilizar a la población masivamente para obligarlo 

a dejar el poder en mayo de 1957. 

5.2. Los industriales y Rojas Pinilla. 

Durante la dictadura, la posición de los industriales se agrupó desde el comienzo entre el 

lado de los opositores pues, atento a su política de acrecentar las arcas del estado, el dictador 

aumentó los impuestos a los industriales y, enfocado en defender los intereses de los 

trabajadores, emprendió la defensa del consumidor de los volátiles precios en los bienes 

manufacturados (Sáenz, 2002). La situación se resumía en que los industriales poseían los 

recursos que Rojas necesitaba para llevar a cabo su plan de gobierno y él, para conseguirlos, 

estaba dispuesto a derogar todos los beneficios proteccionistas de que hasta entonces, y sobre 

todo desde el cierre del congreso en 1949, gozaban los industriales (Sáenz, 2002). 

 



5.3. Reforma Tributaria de 1953 

Los industriales fueron víctimas, con Rojas Pinilla, de aquella misma situación que en el 

pasado los beneficiaba: el desorden social y el poder excesivo de la Rama Ejecutiva que desde 

1948 y el cierre del congreso fueron usados por los industriales para instituir sus normas de 

espaldas al consenso colectivo, ahora se volvía en su contra con la llegada de un gobernante 

abiertamente decidido a imponer el interés del Ejecutivo como interés económico determinante 

en la sociedad (Sáenz, 2002). David Roll (2001) señala que los industriales se mostraban 

visiblemente preocupados con la rapidez y la arbitrariedad con que Rojas modificaba la 

economía, rapidez solo posible gracias a la unilateralidad de las decisiones tomadas. Además, 

Roll asegura que esta situación habría sido diferente de existir un congreso filtrando las 

decisiones económicas del ejecutivo. 

Rojas Pinilla quería que la economía trabajara en función del Estado, abogando por una 

forma de desarrollo capitalista bastante protegida que desagradaba a la industria colombiana 

porque, a pesar de ser ellos también un grupo proteccionista, el proteccionismo por el cual 

abogaban funcionaba para enriquecer a los industriales y no al Estado.  

El primer golpe que Rojas atestó a los industriales fue la reforma tributaria decretada en 

octubre de 1953
23

. En ella, el gobierno no solo aumentó la cantidad de población que era 

cobijada por los impuestos sino que los volvió más progresivos que nunca (Sáenz, 2002). 

Además de eso:  

1. Estableció un Impuesto a las altas utilidades y sobre las Sociedades Anónimas.  
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2. El gobierno eliminó la lista de prohibida importación debido a los altos precios del café 

en el exterior y con el fin de evitar medidas inflacionarias. En esta lista estaban 

consignados todos los productos que ya eran fabricados al interior del país y debían ser 

protegidos de la competencia extranjera, no obstante, el gobierno estipuló que, a pesar de 

eliminar la lista, iba a proteger a las industrias pero otorgando lo mínimo necesario con 

razón de permitir su existencia.  

Sin embargo, a pesar de las reformas, los industriales presentaron gran crecimiento en 

1953 y 1954, época en la que se implementó la reforma. Esto le dio pie al gobierno para sostener 

su posición, argumentando que los industriales eran un grupo demasiado avaro (Sáenz, 2002). 

Los industriales, en respuesta a la reforma y a las permanentes declaraciones de Rojas y sus 

ministros, utilizaron a los medios de comunicación, especialmente RCN y Caracol (Sáenz, 2002), 

para desde allí mostrar sus intereses como correspondientes a los de toda la nación. Rojas 

contestó limitando la libertad de prensa y afirmando públicamente que los intereses de la 

industria eran minoritarios dentro del país y que por ende debían acogerse al bien común y ese 

bien común que era identificado con los intereses del estado asistencialista. Las medidas fiscales 

para obtener recursos no se detuvieron allí y a principios de 1955 gravaron los bancos y las 

compañías de seguros (Sáenz, 2002).  

5.4. Defensa de los trabajadores. 

Desde el final de la Segunda Guerra Mundial y el comienzo de la Guerra Fría, Estados 

Unidos implementó en los países integrados a su esfera de influencia los dos principios de su 

doctrina en materia de política internacional: seguridad anticomunista y eliminación de 

aranceles. El primero de estos principios consistía en reprimir cualquier tipo de asociación 



obrera, movimiento o partido político de carácter revolucionario o con potencial de convertirse a 

la ideología soviética así como la erradicación violenta de grupos insurgentes izquierdistas. En 

Colombia esta doctrina comenzó a implementarse tras la firma del Tratado de Amistad, 

Navegación  y Comercio durante la presidencia de Laureano Gómez y era vista con muy buenos 

ojos de parte de los industriales porque reprimir a los obreros era sinónimo de ahorrar costos en 

salarios altos y prestaciones sociales (Prieto, 2013). La llegada de Rojas Pinilla al poder, inscrita 

por algunos autores dentro de la estrategia estadounidense de seguridad continental, parecía no 

cambiar en nada esta disposición gubernamental pero, aunque Rojas combatió fervientemente al 

anticomunismo insurgente organizado en grupos de autodefensa, sus políticas laborales y su 

posición respecto a los trabajadores eran bastante positivas y centrales dentro de su forma de 

gobernar. Todo esto desde una visión de la economía paralela a la de los norteamericanos. Por 

esta razón los industriales se movilizaron contra Rojas tratando de limitar los beneficios que el 

gobierno otorgaba a los sindicatos (Sáenz, 2002).  

El apoyo del gobierno a los trabajadores es reflejado en las declaraciones del ministro de 

trabajo, Aurelio Caicedo cuando afirma que:  

“El gobierno es amigo de un sindicalismo poderoso y orientado en consonancia con la 

índole misma del país (…) y que (…) era necesario evitar la dispersión de las fuerzas sindicales 

y si estéril refriega en zonas que no son propiamente doctrinarias (…)  Además prometió revisar 

el salario mínimo y supervisar su aplicación” (Revista Semana, marzo 15 de 1954). 

Así como también que: 

“La administración Rojas Pinilla, estaba interesada en fomentar el sindicalismo 

mediante vigilancia directa del Estado, además intervendría de manera directa en el fomento de 



la política sindical del país y en la financiación de los sindicatos” (Acta ANDI 666, marzo 29 de 

1954). 

El clímax del apoyo a los trabajadores llegó con la propuesta de realizar una reforma 

laboral en la que creaba un fuero especial a los sindicatos y ampliaba el periodo de preaviso para 

despedir a un trabajador. Los industriales, como es evidente, boicotearon el decreto a través de 

los medios de comunicación que tenían a su alcance. La reforma laboral no pudo ser decretada 

aunque no por ello los trabajadores dejaron de recibir beneficios durante la dictadura (Sáenz, 

2002). 

Finalmente hay que mencionar que, a pesar de la mala relación que los industriales 

tuvieron con el gobierno durante la dictadura de Rojas, la industria creció a buen ritmo, incluso 

mayor que el ritmo de crecimiento de la economía en general: entre los años 1953 y 1957 la 

industria creció al 7,6% mientras que la economía lo hizo al 4,9%. Esto confirma lo que, según 

Sáenz (2002, pg. 148), un periodista afirmaba acerca de los industriales: 

“Parece que (las empresas) estuvieran compitiendo una con otra en la obtención de las 

mayores utilidades. No es raro encontrar entre ellas, algunas que a la rata de 

rendimientos actuales, amortizan el total de sus activos en seis años. Esa situación no se 

ve sino en Colombia.” 

En conclusión, la mala relación de los industriales con Gustavo Rojas Pinilla puede 

explicarse partiendo del escenario social que dio origen a la dictadura: del caos institucional que 

siguió a la muerte de Gaitán solo podía surgir la arbitrariedad unilateral del dictador y, como una 

de las principales características del caos es la sensación de arbitrariedad en las causas de los 

acontecimientos, podemos decir que lo sucedido a los industriales en la época que va desde la 



salida de Mariano Ospina Pérez hasta la salida de Rojas Pinilla depende de forma cercana de la 

arbitrariedad de la situación en donde se desenvolvieron. La diferencia radica en que el desorden 

institucional fue unas veces favorable a sus intereses y otras veces contrario pero, en definitiva, 

los industriales estuvieron en el ojo del huracán de los acontecimientos políticos de este periodo. 

Esta participación activa en la política fue, además, voluntaria, ya que desde la ANDI los 

industriales establecieron las pautas de comportamiento que seguirían para influir sobre las 

decisiones de los gobiernos y los vacíos de poder. Al final del periodo esa intromisión en política 

fue costosa pero en suma fue benéfica porque le permitió a los industriales pasar sobre intereses 

tanto de cafeteros como de comerciantes sin tener que cruzar el filtro democrático del congreso. 

Sin embargo, los costos de transacción derivados de la arbitrariedad hacen poco sostenible 

mantener las ganancias obtenidas a largo plazo, como demuestra la etapa de la dictadura.  Por 

eso, una vez Rojas Pinilla sale del poder y el país se prepara para el retorno a la democracia, los 

industriales afilan a gusto su arsenal para recuperar lo que el dictador les arrebató y para 

consolidar su papel de actor instituyente dentro de la economía.  

 

 

 

 

 

 

 



CAPÍTULO VI: La Lucha Final 

Como vimos en el capítulo anterior, los industriales perdieron con Rojas Pinilla muchos 

de los logros conseguidos durante los años anteriores a su dictadura y posteriores al bogotazo. 

Con la caída del dictador, la conformación de la Junta de Gobierno en mayo de 1957 y el 

inminente regreso de la democracia, los industriales debían ajustar su estrategia a un contexto 

político y social diferente.  

6.1. Contexto. 

Tras la salida de Rojas Pinilla el 10 de mayo de 1957, se eligió una junta militar de 

gobierno encargada de preparar al país para unas elecciones y para devolver la institucionalidad 

democrática al Estado colombiano. Esta Junta estaba conformada por miembros del ejército y de 

los dos partidos tradicionales que, en 1956, habían firmado el acuerdo político que dio origen al 

Frente Nacional. El Frente Nacional fue aprobado popularmente en el plebiscito organizado por 

la Junta el 1 de diciembre de 1957 y el primer presidente del Frente así fue electo en mayo del 

siguiente año. 

El objetivo del Frente Nacional era pacificar el conflicto entre liberales y conservadores 

repartiendo los cargos públicos de las tres ramas legislativas en forma equitativa durante los 

siguientes cuatro periodos presidenciales, por ende, en el congreso la bancada liberal era 

exactamente igual en número a la bancada conservadora y cada una ocupaba el 50% de las 

curules. Ese fue el escenario político que encontraron los industriales tras el fin de la dictadura.  

 

 



6.2. Los industriales y sus intereses arancelarios. 

El gremio industrial que en la década de 1940 impulsó sus intereses desde el congreso, no 

era ni la sombra del que a finales de los cincuentas volvía al campo de batalla tras el regreso a la 

democracia. A pesar de no ser siempre eficiente, la política gremial llevada a cabo durante la 

década de inestabilidad ulterior a la muerte de Gaitán fue beneficiosa para los industriales. Si 

bien solo los primeros años de esta década podrían considerarse de éxito absoluto, los avances 

conseguidos con Roberto Urdaneta y la férrea defensa de los intereses industriales que la ANDI 

estableció durante el gobierno de Rojas, hicieron que el balance final fuera positivo.  Esto hizo 

que hacia el final de la etapa dictatorial, la ANDI pudiera presentarse a sus oponentes como un 

enemigo sumamente poderoso que no debía subestimarse.  

El interés de los industriales es proteccionista como lo demuestran las políticas que en la 

década 1948 – 1958 pugnó por establecer y defender a través de la ANDI
24

. Entre todas ellas, la 

que más les preocupaba era el establecimiento de impuestos aduaneros altos a ciertos productos 

pues allí era donde debía ubicarse su principal muralla contra los competidores extranjeros. Al 

respecto habían sufrido una serie de vaivenes de parte de los diferentes gobiernos: a su favor 

durante la presidencia de Ospina Pérez, en su contra durante la presidencia de Laureano Gómez, 

a su favor durante el tiempo que ejerció el poder Roberto Urdaneta y finalmente en su contra 

durante la dictadura. Gracias a ello, el principal proyecto de la ANDI era fijar un arancel 

favorable que además fuera estable en el tiempo: para ello debía firmarse una ley arancelaria.  

Este proyecto no era algo nuevo en la agenda del gremio: ya para 1946 habían intentado 

que el congreso aprobara una ley de este tipo pero no resultó
25

, ahora esperaban que con el poder 

                                                           
24

 Listado somero de esas políticas. 
25

 Ver capítulo III 



adquirido durante los doce años siguientes fueran capaces de reunir el suficiente apoyo para 

aprobar la ley en la plenaria del cuerpo colegiado.  

6.3. La ley arancelaria de 1964 

En 1959 el gobierno del presidente Alberto Lleras Camargo aprobó el decreto 3158 por el 

cual expedía una nueva reglamentación aduanera en reemplazo de la obsoleta ley vigente desde 

1931 que el proyecto de ley de 1946 no pudo derogar. Este decreto fue aprobado por el congreso 

el 21 de diciembre de 1959 y sus características son (Quintero et al., 1998):  

 La eliminación del arancel específico y el aumento de los aranceles en general, 

particularmente en los bienes de capital, consolidando un arancel de protección a la 

industria colombiana. 

 Se otorgó protección a la fabricación de bienes de capital, intermedios, terminados o 

materias primas para la industria no protegidas hasta ese momento. 

 Se revisó al sistema de exenciones y se derogaron aranceles considerados no compatibles 

con la protección a la industria nacional. 

 Se facultó al presidente para que este mantuviera actualizado el arancel, realizando las 

modificaciones necesarias en el marco de los objetivos mencionados, y buscando también 

la protección de la industria así como su expansión a mercados internacionales 

 Se otorgó una muy elevada protección a productos como los alimentos, las manufacturas 

de cuero, el vestuario, el calzado y los sombreros a través de aranceles superiores al 

100%. 



El resultado de todo esto se ve reflejado en que entre los años 1958 y 1964, el crecimiento 

industrial tuvo un promedio anual de 5,9% mientras que en 1965, una vez implementada la lay, 

el crecimiento industrial fue de 18,6%.  

El Decreto-Ley 3158 representa entonces el triunfo definitivo de los industriales sobre los 

intereses de los demás sectores de la economía. Este triunfo se logró de manera gradual a través 

de varias etapas en que las que el poder de los industriales fue mayor o menor según la 

coyuntura.  

Independientemente del tamaño considerable de poder obtenido por los industriales en 

algunas de las etapas previas a 1964, no se puede entender a este poder como suficiente para que 

el gremio industrial alcanzara la capacidad de actor instituyente dentro del sistema económico-

social. La razón es que los momentos en que los agremiados en la ANDI tuvieron mayor 

dominio están dentro de un periodo histórico que se caracteriza por el desorden, la arbitrariedad 

y la corta duración de los acuerdos económicos. Entonces, las normas fijadas para regular las 

relaciones de intercambio y producción eran de incierta duración y, en muchas ocasiones (como 

sucedió a las normas impuestas por los industriales), efímeras. En cambio, el Decreto-Ley 3158 

es una institución que tiene un carácter permanente porque: 

1. Se firmó dentro de la institucionalidad democrática con el consenso de representantes 

provenientes de todos los sectores de la sociedad, entre ellos, los de los principales 

opositores a los industriales: los defensores del libre comercio internacional. Por tanto 

cuenta con legitimidad. 

2. Es una norma que para ser modificada, debe existir un acuerdo entre las dos ramas con 

capacidad de tomar decisiones dentro del poder público: la ejecutiva y la legislativa. Este 



acuerdo, además, debe suceder en los niveles más altos de esas ramas, es decir, la 

presidencia y el congreso. Por tanto, para derogar esta institución, es necesario también el 

consenso de muchos actores. 

Así, el Decreto Ley 3158 marca el momento histórico en que los industriales se convirtieron 

en un actor regidor de la economía de forma duradera, gracias a su capacidad para crear 

instituciones estables en el tiempo.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



CAPÍTULO VII: Conclusiones 

La ANDI se propuso, desde el momento de su creación, conseguir los objetivos 

económicos de los industriales a través de la influencia política. Su meta fue alcanzada, en gran 

medida, en 1964 con la firma del Decreto Ley 3158, cuando por fin los industriales lograron 

crear una institución sólida referente a un tema de gran importancia táctica dentro de sus 

objetivos. Es erróneo considerar que antes de este momento los industriales alcanzaron tal poder 

a pesar los logros adquiridos durante las presidencias de Mariano Ospina Pérez y Roberto 

Urdaneta Arbeláez.  

En síntesis, lo que un actor con interés proteccionista, como los industriales, esperaban 

del gobierno era la defensa de sus productos frente a los productos competidores extranjeros 

importados al país. Además de eso, las industrias esperaban recibir subsidios y exenciones 

tributarias -o al menos una tributación favorable- dirigidos a su actividad productiva. La 

importancia que le dé el gremio a subsidios, exenciones o aranceles depende de su grado de 

desarrollo como grupo económico: una industria incipiente pondrá más énfasis en demandar del 

gobierno subsidios que le permitan obtener fuentes de inversión y en las exenciones que le 

reducen costos; una industria que ya ha superado la etapa embrionaria, como la industria 

colombiana en 1944, pondrá más énfasis en presionar por bajos aranceles pues, como su 

necesidad no es encajar en un mercado sino incrementar su dominio sobre el que ya posee, 

querrá que ese mercado esté libre de competencia para acapararlo de la forma más rápida 

posible. 

Por esta razón, lo que define la capacidad de los industriales para alcanzar sus objetivos 

económicos a través de su influencia política, con poder suficiente para instituir la política 



económica, es, esencialmente, su capacidad para diseñar los aranceles apropiados a su interés y 

convertirlos en norma estable a través de las organizaciones públicas. Al respecto, los 

industriales pugnaron por convertirse en ese tipo de actor dentro del sistema a lo largo de las dos 

décadas que van desde la creación de la ANDI hasta 1964. A continuación, se resumirá el 

recuento de ese camino. 

7.1. Primera Etapa. 

La primera etapa, corrida desde el año de creación de la ANDI hasta el cierre del 

congreso en 1949. En ella, aun cuando el congreso aprobó exenciones tributarias y subsidios para 

la creación de industria, la política arancelaria en favor de los industriales fue prácticamente 

nula. En contraste, destaca la infructuosa lucha de la ANDI por que los congresistas aprobaran el 

proyecto de ley que reformaba la propuesta de la Junta Nacional de Aduanas. Respecto a esto 

último, la Junta Nacional de Aduanas se creó para reemplazar a la ineficiente ley arancelaria 

vigente desde 1931. Como los industriales modificaron el proyecto de la Junta  y el proyecto no 

fue aprobado, la necesidad de reformar la legislación les impulsaría a presionar por ella al 

congreso y a otras instituciones en los siguientes años por una normatividad de aranceles a su 

favor. 

Sin embargo, en este periodo el crecimiento de la industria fue importante, alcanzando un 

8,71% anual, superior al 6,1% promedio del PIB general. Esta diferencia se explica por la 

incidencia de la Segunda Guerra Mundial en la restricción de las importaciones; situación que 

fue aprovechada por los industriales  llenando el vacío de mercado que las importaciones habían 

dejado, aumentando de esta manera sus niveles de producción. 

 



7.2. Segunda Etapa. 

La segunda etapa va desde el 9 de Noviembre de 1949 hasta el 13 de Junio de 1953. Esta 

etapa se caracteriza por el caos provocado en el Bogotazo y ampliado hasta convertirse en una 

guerra civil que desarticuló al país, deslegitimó al gobierno, anuló al congreso y promovió en la 

economía el fraude, la corrupción y el clientelismo como la vía institucional usual de hacer 

grandes transacciones de recursos. Esta situación modificó también las instituciones que servían 

en el contexto democrático para repartir recursos y organizar la producción. El país fue sacudido 

por un temblor general que dividió la historia del siglo XX colombiano en dos: en medio de este 

temblor, los industriales fueron los jugadores más astutos y lograron acaparar un gran poder.  

Lo primero que hicieron los industriales tras la muerte de Gaitán fue acercarse a Mariano 

Ospina Pérez quien, tras cerrar el congreso, pudo suplir las funciones de este organismo por 

decreto. Así se firmaron una serie de decretos que favorecieron a los industriales como la 

creación de la oficina de control de cambios. Posteriormente, con la llegada de Laureano Gómez 

al poder y de su reemplazo, Roberto Urdaneta Arbeláez, los industriales perderían algunos de los 

beneficios ganados con Ospina a causa de la llegada del capital estadounidense a Colombia pero 

mantendrán una cuota importante de su poder. Las fluctuaciones que los industriales vivieron en 

esta época se verán reflejadas en el crecimiento industrial de los años 1950 y 1951: en el primer 

año la industria creció un 13,7% para luego decrecer un 26,5% en el año siguiente. Durante el 

gobierno de Urdaneta, el crecimiento industrial fue de 7,0%.  

7.3. Tercera Etapa. 

La tercera etapa, que va desde el 13 de Junio de 1953 hasta la salida de la Junta Militar 

del poder en 1958, se caracteriza por el cambio radical de intereses en el gobierno: la llegada de 



la dictadura impondría a la sociedad su visión estatista del desarrollo que implica el alza de los 

impuestos y su redistribución asistencialista entre lo que el estado considere como interés 

estratégico. Este aumento de los impuestos fueron cobrados a toda la población pero 

especialmente a sus miembros más acaudalados, entre ellos los industriales. Así, el estado hizo 

retroceder a los intereses de la ANDI. 

Este cambio abrupto se explica por la situación caótica que sacudía a la sociedad 

colombiana. La arbitrariedad, en este contexto, era la regla de comportamiento de la autoridad 

deslegitimada. Solo el dictador alcanzó cierto margen de legitimidad por apaciguar la guerra civil 

pero pronto perdería esta legitimidad a causa de la actividad de los sectores tradicionales que 

finalmente lo obligaron a renunciar al cargo. 

Aquí, a consecuencia de lo dicho anteriormente, los industriales no recibieron ningún 

beneficio arancelario. Sin embargo, el dictador no pudo derogar muchos de los beneficios 

monopólicos alcanzados por los industriales y consagrados en el tratado de amistad firmado con 

Estados Unidos durante la presidencia de Laureano Gómez, eso explica el crecimiento promedio 

anual industrial de 7,6%. 

7.4. Cuarta Etapa. 

Desde el fin de la dictadura hasta 1964 va la última etapa de la llegada de los industriales 

a su objetivo. Aquí, tras la restauración de la democracia, los industriales hicieron posible su 

anhelo de fijar una norma arancelaria capaz de sostenerse en el tiempo, cosa que no lograron en 

las anteriores etapas por ser tratarse de momentos críticos para la sociedad, gobernados por la 

arbitrariedad en la toma de decisiones y no por su legitimidad democrática. Las características de 

esta ley se mencionan con más detalle en el capítulo VI pero en definitiva, esta ley fue la primera 



ley arancelaria verdaderamente proteccionista especialmente sobre productos industriales y no 

enfocada a suplir los gastos fiscales. 

Los beneficios de la ley arancelaria fueron inmediatos: en el periodo que va de 1958 a 

1964, el crecimiento industrial anual promedio fue de 5,9% mientras que en 1965, tras la 

implementación de la ley, el crecimiento industrial fue de 18,6%. 
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ANEXOS 

Anexo A: Crecimiento Porcentual PIB Industrial Anual Promedio por Periodos de Estudio. 

 

 

                                    Fuente: datos tomados del DANE, gráfica realizada por los autores. 

 

Anexo B: Crecimiento Porcentual PIB Industrial 1926-1939 a Precios Constantes de 1975 

 

 

                                                   Fuente: datos tomados del DANE, gráfica realizada por los autores. 
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Anexo C: Gráfica Crecimiento Porcentual PIB Industrial 1940-1965 a Precios Constantes 

de 1975 

 

 

                                                  Fuente: datos tomados del DANE, gráfica realizada por los autores. 
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